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Resumen

La Constitución mexicana otorga al Congreso diversas facultades para vigilar y controlar a las fuerzas armadas, entre ellas autorizar su presupuesto, fiscalizar su ejercicio, autorizar el nombramiento de altos mandos y oficiales, así como declarar la guerra y permitir el uso de la guardia nacional al presidente de la República. En la práctica, sin embargo, las fuerzas armadas mexicanas se han conducido con una gran independencia y discrecionalidad y el Congreso no ha mostrado interés para indagar más sobre el funcionamiento de esa institución.  Las causas de la abdicación del Congreso para fiscalizar a las fuerzas armadas son diversas. Por un lado, la Constitución otorga escasas facultades para que el Congreso llame a cuentas a los militares. Por otro lado, no ha ejercido las facultades que sí tiene por diversas consideraciones políticas, entre ellas el control que el presidente de la República ejerció sobre el Congreso hasta 1997. Finalmente, se debe tener presente el papel que las fuerzas armadas tuvieron en el movimiento revolucionario de 1910 y en la construcción del pacto político que dio lugar al PRI y permitió la estabilidad política durante la segunda mitad del siglo XX. A cambio de su “lealtad” y abdicación para encabezar el poder ejecutivo, los civiles les concedieron autonomía e independencia.

1.
Facultades legales del Congreso


La Constitución Mexicana otorga al Congreso las siguientes facultades con relación a las fuerzas armadas:

· Declarar la guerra, en vista de los datos que presente el Ejecutivo (art. 73); 

· Levantar y sostener a las instituciones armadas de la Unión, a saber: Ejercito, Marina de Guerra y Fuerza Aérea Nacionales, y para reglamentar su organización y servicio” (art. 73);

· Dar reglamentos con objeto de organizar, armar y disciplinar la Guardia Nacional, reservándose a los ciudadanos que la formen el nombramiento respectivo de jefes y oficiales, y a los Estados la facultad de instruirla conforme a la disciplina prescrita por dichos reglamentos (art. 73);

· Al Senado, le concede la facultad exclusiva de ratificar los nombramientos de coroneles y demás jefes superiores del Ejercito, Armada y Fuerza Aérea Nacionales, en los términos que la ley disponga (art. 76);

· Autorizarlo también para que pueda permitir la salida de tropas nacionales fuera de los límites del país, el paso de tropas extranjeras por el territorio nacional y la estación de escuadras de otras potencias, por mas de un mes, en aguas mexicanas; (art. 76);
· Dar su consentimiento para que el Presidente de la República pueda disponer de la Guardia Nacional fuera de sus respectivos Estados, fijando la fuerza necesaria (art. 76).


Con respecto a la primera de las facultades mencionadas, ha sido irrelevante en la medida en que México no ha sostenido guerra alguna desde 1917, en que fue promulgada esa disposición. Con respecto a reglamentar su organización y vida interna, el Congreso no ha tenido una participación relevante en las últimas décadas. Con respecto a la segunda atribución, el Congreso mexicano no ha emprendido ni la revisión ni la reforma de los ordenamientos internos de las fuerzas armadas en las últimas décadas. Finalmente, el Senado de la República ha ratificado todos los nombramientos de altos oficiales de las fuerzas armadas, y no ha presentado oposición al Ejecutivo. En ese sentido, el Senado ha actuado como rubber stamp más que como un contrapeso real de las fuerzas armadas.

2. La fiscalización legislativa de las fuerzas armadas

Cabe resaltar que el Congreso mexicano cuenta con autoridad para aprobar el presupuesto de las fuerzas armadas y para vigilar su ejercicio. Para ello, puede llevar a cabo auditorías, investigaciones, citar a audiencias con el secretario de la Defensa Nacional y conducir todas las actividades que puedan ayudar a comprobar que el presupuesto militar se gastó de manera honesta y legal. Sin embargo, durante las últimas décadas, la Contaduría Mayor de Hacienda de la Cámara de Diputados no ha reportado un caso de malversación de fondos o de corrupción, y casi nunca ha sometido a revisión o auditorias a la Secretaría de la Defensa Nacional o alguna de las agencias vinculadas a ella.

Cabe resaltar que durante los últimos años el presupuesto del sector militar en México ha aumentado de manera significativa; sin embargo, ese mayor gasto no ha ido acompañado de una mayor supervisión por parte del Congreso (cuadro1).

Cuadro 1

Evolución del presupuesto para defensa, 1990-1995

Millones de dólares

	Año
	Presupuesto de las fuerzas armadas
	% con respecto al PIB
	% con respecto al gasto de gobierno

	1990
	1206.4
	0.48
	1.96

	1991
	1553.2
	0.50
	2.55

	1992
	1886.1
	0.52
	3.0

	1993
	2310.5
	0.57
	3.46

	1994
	1810.8
	0.67
	4.18

	1995
	1357.0
	0.57
	5.2


Fuente: Benitez, Raúl. 2001. “Las fuerzas armadas mexicanas y los retos del siglo XXI”. 
Ese mayor gasto le ha permitido aumentar sus efectivos militares, aunque sólo de manera gradual como lo muestra el Cuadro 2.

Cuadro 2

Efectivos de las fuerzas armadas, 1986-1995

Miles

	Año
	Efectivos militares
	Efectivos por habitantes

	1986
	166
	1 x 475

	1987
	175.9
	1 x 473

	1988
	179.3
	1 x 471

	1989
	184
	1 x 464

	1990
	193
	1 x 437

	1991
	199
	1 x 447

	1992
	203.8
	1 x 447

	1993
	210.2
	1 x 415

	1994
	217.9
	1 x 419

	1995
	225.2
	1 x 413


Fuente: Benítez 2001.

Aunque en comparación con otros países latinoamericanos México sigue teniendo un gasto militar relativamente menor en proporción al PIB, su aumento en años recientes debe ir acompañado de una mayor fiscalización de su uso y destino. De otra manera, los incentivos internos para la corrupción son muy grandes. Debe recordarse que la adquisición de equipo militar es una de las principales áreas donde se detecta corrupción a gran escala alrededor del mundo.


Para entender la pasividad del Congreso mexicano con respecto al control de las fuerzas armadas, es necesario entender la lógica y funcionamiento del Congreso mexicano.

3.
La abdicación del Congreso mexicano

Desde la Constitución de 1917, el Congreso mexicano ha contado con suficiente autoridad legal para actuar como vigilante y contrapeso del Poder Ejecutivo. Sin embargo, por diversas razones políticas los congresistas mexicanos abdicaron en la práctica de su papel como vigilantes del Ejecutivo y se convirtieron en sus agentes y protectores. Como se observa en el Cuadro 3, las principales motivaciones de los diputados del PRI eran apoyar y proteger al Ejecutivo, mientras que las menos importantes eran vigilar al presidente y satisfacer las demandas de los electores.

Cuadro 3

MOTIVACIONES DE LOS DIPUTADOS DEL PRI, 1997

De acuerdo a las opiniones de todos los grupos parlamentarios

Escala 1-5 (menos a más importante)

	Motivación
	Promedio ponderado

	
	

	
	

	Apoyar al presidente de la República
	4.5

	Seguir los lineamientos del líder del grupo parlamentario
	4.4

	Proteger al Ejecutivo de la crítica de la oposición
	4.3

	Avanzar en su carrera política
	4.2

	Realizar los ideales personales
	3.3

	Satisfacer las demandas de los electores
	2.1

	Vigilar y controlar al Poder Ejecutivo
	1.8


Fuente: Entrevistas personales del autor. N=49.

El fenómeno de la “responsabilidad invertida” explica cómo el sistema de incentivos del Congreso mexicano invirtió la dirección de la responsabilidad política de los legisladores del PRI, quienes se volvieron responsables ante el jefe del Ejecutivo en lugar de ante sus electores.
 Por un lado, la cláusula que prohíbe la reelección consecutiva en México diluye la “conexión electoral” entre representantes y representados, porque los electores —no pudiendo reelegir a sus legisladores— carecen de instrumentos para premiarlos o castigarlos. ¿Para qué invertir tiempo y recursos en atender a las bases electorales si son irrelevantes para el futuro de los legisladores? Por otro lado, los presidentes de la República emanados del PRI ejercieron en la práctica poderes partidistas, llamados también metaconstitucionales, mediante los cuales decidían las candidaturas de su partido, seleccionaban a los líderes parlamentarios y promovían a legisladores leales y disciplinados a cargos en la administración pública.
 En consecuencia resultaba más redituable y racional prestar atención hacia arriba —el Poder Ejecutivo— que hacia abajo —los electores—, fenómeno que limitó los poderes reales del Congreso y lo volvió dependiente del Ejecutivo, a quien en teoría debía controlar.

Es razonable afirmar que la administración errática de la economía, así como la corrupción política del gobierno, fueron facilitadas por la carencia de un Congreso vigilante que llamara a cuentas al Ejecutivo. Hasta antes de los años ochenta, por ejemplo, los presupuestos enviados por el presidente a la Cámara de Diputados eran aprobados sin enmiendas y con votaciones muchas veces unánimes. Entre 1980 y 1990, la oposición empezó a cuestionar los proyectos del presidente, pero los presupuestos presentados siguieron aprobándose sin cambios significativos.
 Lo mismo se observó en la revisión del gasto público. El Congreso aprobaba las cuentas públicas del gobierno, sin un estudio minucioso y sin sancionar las desviaciones encontradas. Ese periodo de abdicación coincidió, naturalmente, con periodos de crisis económicas, de abuso de la autoridad y de actos de corrupción en diversas áreas de la administración pública. 

4.
El despertar de los noventas

La subordinación del Congreso mexicano al Ejecutivo se alteró durante la década pasada como resultado de la mayor pluralidad en la Cámara de Diputados. Aunque las motivaciones principales de los diputados del PRI siguieron siendo avanzar en sus carreras políticas y proteger al Ejecutivo, las motivaciones de los diputados de la oposición tuvieron un mayor peso en las decisiones de la Cámara. Aunque los diputados de oposición también concedían muy poca atención a sus electores, como se observa en el Cuadro 4, tenían en cambio como prioridad controlar y vigilar al Ejecutivo. Por eso a medida que aumentó su presencia en la Cámara, hasta el punto de convertirse en mayoría a partir de 1997, sus motivaciones tuvieron un peso definitivo en la actuación del Congreso. 

Cuadro 4

MOTIVACIONES DE LOS DIPUTADOS DE OPOSICIÓN, 1997

De acuerdo a las opiniones de todos los grupos parlamentarios

Escala 1-5 (menos a más importante)

	Motivación
	Partido

	
	PAN
	PRD

	Vigilar y controlar al Poder Ejecutivo
	4.2
	4.5

	Avanzar en su carrera política
	2.4
	4.5

	Cumplir los lineamientos del líder del grupo parlamentario
	4.1
	2.9

	Cumplir con ideales personales
	3.6
	3.8

	Satisfacer las demandas de los electores
	2.4
	2.6


Fuente: Entrevistas personales del autor. N=49.
La experiencia de gobierno dividido a partir de 1997 hizo que la Cámara despertara de su letargo y asumiera su papel de vigilante y contrapeso, denunciando actos de corrupción y obligando al PRI y al Ejecutivo a negociar cada iniciativa. Los presupuestos de 1998, 1999 y 2000, por ejemplo, sufrieron diversas enmiendas y cambios importantes a varios programas, y el propio presidente tuvo que cabildear y ceder en diversos temas para aprobar las iniciativas a tiempo. Por primera vez, el Congreso ejercía el “poder de la bolsa”. En materia de fiscalización y combate a la corrupción, en los últimos tres años la Cámara de Diputados ha formado más comisiones para investigar irregularidades del sector paraestatal mexicano, que en los veinte años anteriores. Asimismo, la Comisión de Vigilancia, encargada de fiscalizar el gasto público junto con la Contaduría Mayor de Hacienda, ha pasado de ser una comisión irrelevante a una de las más visibles e influyentes. 

5.
El déficit de aptitud

Durante varias décadas, las motivaciones de los diputados del PRI fueron el principal obstáculo para que el Congreso controlara eficazmente al Poder Ejecutivo. En 1997, esas motivaciones fueron suplantadas por aquéllas de los diputados de oposición para quienes vigilar al Ejecutivo sí era una prioridad. Persiste sin embargo un obstáculo adicional llamado “déficit de aptitud” que restringe la capacidad y eficacia para que el Poder Legislativo supervise adecuadamente a su contraparte. Hoy el Congreso cuenta con las motivaciones y la voluntad para garantizar el equilibrio de poderes, pero la experiencia, conocimientos y profesionalismo de muchos diputados son limitados y ese déficit de aptitud limita la eficacia de su actuación. O dicho de una manera coloquial, el Congreso mexicano tiene mucha voz pero poco músculo. Esta aseveración es compartida por los propios diputados como se muestra en el cuadro 5.

CUADRO 5

CALIDAD PROFESIONAL DE LOS DIPUTADOS FEDERALES, 1994-1997

Percepciones de diputados y ex-diputados

	Nivel
	Porcentaje

	Muy alta
	2.0

	Alta
	18.3

	Regular
	44.8

	Baja
	30.6

	Muy Baja
	2.0

	Promedio ponderado

(escala 1-10)
	5.6


Fuente: Entrevistas personales del autor. N=49. 
La cláusula antireeleccionista es una de las causas de ese déficit de aptitud. Por un lado, cada tres años se tiene que “reinventar” la Cámara: quinientos diputados abandonan sus curules y quinientos nuevos las ocupan, la mayoría de los cuales carece sin embargo de experiencia previa en el Legislativo federal.
 Por otro lado, dado que el horizonte de servicio de un diputado es de sólo tres años, existen pocos incentivos para especializarse en el trabajo de las comisiones y en el estudio que requieren las labores de fiscalización. Aunque el déficit de aptitud ha sido constante durante las últimas décadas, sus consecuencias son más dañinas ahora que el Congreso sí cuenta con la fuerza política para influir en el diseño de las políticas públicas. Si antes la crítica era que el Congreso no importaba, ahora la crítica es que carece de las aptitudes y recursos para influir de manera eficaz e informada.

Para suplir ese déficit se han propuesto y realizado algunas reformas. Por un lado, se ha insistido en reformar la Constitución para permitir la reelección consecutiva de los diputados, aunque con límites en el número de veces que pueden reelegirse. Aunque persisten quienes argumentan, de mala fe o por ignorancia, que ese cambio sería una “traición” a los principios de la Revolución Mexicana, cada vez son más quienes están a favor de ese cambio.
 Durante la pasada legislatura, por ejemplo, el 64 por ciento de los diputados entrevistados apoyaba la reelección consecutiva, la mayoría de ellos con un límite máximos de periodos. Asimismo, el 67 por ciento creía que esa reforma tendría mucho impacto sobre la fiscalización legislativa, ya que ésta se fortalecería al contar con diputados con más experiencia y conocimientos.

Por otro lado, el Congreso mexicano fue activo durante los noventa para resarcir a través de otros medios la falta de experiencia y especialización de sus integrantes. En 1997, se creó la Oficina de Finanzas Públicas para brindar asesoría a todos los diputados en temas hacendarios y fiscales. En 1999, se reformó la Ley Orgánica del Congreso para crear las secretarías de Servicios Parlamentarios y de Servicios Administrativos. Se sentaron con ello las bases de un servicio civil de carrera, que pudiera suplir la inexperiencia de los diputados y dotar de continuidad a los trabajos de la Cámara de Diputados. Finalmente se redujo y racionalizó el número de comisiones legislativas. Desgraciadamente, la legislatura LVIII reformó esa Ley tan pronto entró en funciones, la cual había sido resultado de varios años de estudio y negociaciones. Sin haber probado su utilidad y sin respeto para las consideraciones de sus antecesores, ampliaron el número de comisiones alegando que eran demasiado pocas para la complejidad de los asuntos de la Cámara. Y recientemente, los líderes de los grupos parlamentarios han sugerido que desean reformar nuevamente la Ley Orgánica para modificar la estructura de las secretarias de apoyo parlamentario, porque según un diputado, concentran demasiadas atribuciones que deberían ser jurisdicción de los propios legisladores.

Conclusiones

El Congreso mexicano cuenta con más incentivos para actuar de manera independiente para fiscalizar al poder Ejecutivo. Sin embargo, no se ha traducido en  mayor atención a las finanzas y actividades de las fuerzas armadas. Durante las últimas décadas, no se ha reportado un caso mayor de corrupción en contra de miembros de las fuerzas armadas, salvo aquellos vinculados al narcotráfico. Una explicación podría ser que los miembros del Ejército son individuos diferentes al resto de la sociedad y por ello incorrompibles. Otra explicación más probable es que no hay mecanismos transparentes y abiertos para que se vigile la manera como gastan su presupuesto y ello ha mantenido casos de irregularidades en la penumbra de la opinión pública.

Parte de la explicación de esa falta de control se debe a las pocas facultades con que cuenta el Congreso con relación a las fuerzas armadas. Parte de la historia también se explica porque hasta 1997, el Congreso fue controlado “políticamente” por el presidente de la República quien protegía a los mandos de las fuerzas armadas a cambio de su lealtad y apoyo. Desde 1997, sin embargo, ya no existe ese control y el Congreso no ha mostrado signos para llamar a cuentas y revisar las finanzas y operación de las fuerzas armadas. Es previsible que parte de esa omisión se deba al déficit de aptitud —el Congreso mexicano está sobre saturado de temas, iniciativas y leyes que resolver— y parte se debe a que los propios partidos no desean asumir una posición de enfrentamiento con las fuerzas armadas. Debe mencionarse que esa organización goza de una alta estima y confianza pública, la más alta después de la Iglesia. Su activo político es muy alto y eso puede explicar la resistencia de los partidos para enemistarse con sus dirigentes.

Es importante que el Congreso mexicano asuma sus funciones para regular y vigilar a las fuerzas armadas, sin que ello implique enfrentamiento ni obstrucción de su trabajo. Las fuerzas armadas, como cualquier organización pública o privada, está sujeta a los incentivos que generan corrupción. En ausencia de control y fiscalización, los mandos militares estarán impulsados a la corrupción y otros actos irregulares. Y el Congreso puede evitar esa experiencia. 

� Ver Luis Carlos Ugalde, Vigilando al Ejecutivo (México: Miguel Angel Porrúa y Cámara de Diputados, 2000), Capítulo 5.


� Jorge Carpizó acuñó el término “metaconstitucional” en su libro El presidencialismo mexicano, publicado en 1978. 


� Ver Ugalde, ibid., capítulo 2; Jeffrey Weldon, “The Legal and Partisan Framework of the Legislative Delegation of the Budget in México”, Instituto Tecnológico Autónomo de México, mimeo, 1999; y Alberto Díaz Cayeros y Beatriz Magaloni, “Autoridad presupuestal del poder legislativo en México: una primera aproximación”, en Política y Gobierno, vol. V., núm. 2., 1998.


� Durante el periodo 1970-97, por ejemplo, en promedio el 83 por ciento de los diputados entrantes en cada legislatura nunca habían sido diputados federales. Ver Ugalde, ibid., p. 112; y Emma Campos, “Un Congreso sin congresistas: la no-reelección consecutiva en el Poder Legislativo mexicano, 1934-1997”, tesis de licenciatura, México, ITAM.


� Debe recordarse que el movimiento antireeleccionista de Madero sólo buscaba prohibir la reelección para el Poder Ejecutivo. La reforma al artículo 59 constitucional que prohíbe la reelección de los legisladores fue hecha en 1933, y por razones políticas diferentes a las enarboladas por Madero en 1910. Para una discusión detallada ver Ugalde, ibid., pp. 105-111.


� Ver Ugalde, ibid., p. 122, cuadros 22 y 23.





